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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO
               SALA CIVIL FAMILIA

                        PEREIRA – RISARALDA

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
TRASLADO DE CENTRO CARCELARIO / LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR ACTIVA / PARA PROMOVER LA TUTELA LA TIENE EL INTERNO / Y NO SUS FAMILIARES O TERCEROS, AUNQUE ALEGUEN VULNERACIÓN A SUS PROPIOS DERECHOS.
La funcionaria de primera instancia… desestimó las pretensiones de la demanda, porque consideró que el INPEC, con la decisión que tomó sobre el traslado del señor Gil González, no lesionó los derechos fundamentales de su progenitora. 

Sin embargo, al margen del análisis de fondo que al caso le dio el juzgado de primera sede, en este caso concreto, está incumplida la legitimación en la causa por activa de la señora González Sotelo para solicitar, mediante una acción de tutela, el traslado de su hijo de un centro penitenciario a otro. (…)
… si bien la señora González Sotelo exige la protección de sus derechos fundamentales, y no los de su hijo, lo que en principio la habilita para accionar, lo cierto es que lo que demanda para la protección de los suyos, afecta los de aquel, sobre quien, en el de marras, se desconoce su voluntad. Dicho de otro modo, en el expediente no está acreditado que el señor Gil González quiera volver a cumplir con su condena al centro de reclusión de este municipio u otro cercano, tal como pretende su señora madre; por demás, tampoco se insinúa siquiera que aquel esté sufriendo algún menoscabo a sus prerrogativas fundamentales en la penitenciaría de Girón.  (…)
Y no se piense que porque el numeral 6° del artículo 74 de la Ley 65 de 1993 dispone que los familiares hasta el segundo grado de consanguinidad pueden solicitar ante el INPEC, vía administrativa, el traslado de las personas privadas de la libertad, solo por ello, están legitimados para exigirlo por medio de una acción de raigambre constitucional donde están en juego prerrogativas de índole fundamental, cuando sabido es que “(…) La acción de tutela podrá ser ejercida, en todo momento y lugar, por cualquiera persona vulnerada o amenazada en uno de sus derechos fundamentales, quien actuará por sí misma o a través de representante (…)”
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

     SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, quince de enero del dos mil veinte    
Expediente 66001-31-03-001-2019-00297-01
Acta N° 002 del 15 de enero del 2020  
  



Decide la Sala, en segunda instancia, la acción de tutela promovida por Luz Dary González Sotelo contra el Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario -INPEC-, a la que fueron vinculadas la Dirección Regional Viejo Caldas de esa misma Institución y la Dirección del Establecimiento Penitenciario de Mediana Seguridad y Carcelario de Pereira –EPMSCPEI-.
ANTECEDENTES





Luz Dary González Sotelo, por conducto de apoderado judicial, acudió a esta vía en procura de la protección de los derechos fundamentales a la unidad e integración familiar, a la salud y a la vida digna, que estima vulnerados por la autoridad encartada. 
Expuso que su único hijo, Eduardo Enrique Gil González, quien ya se encontraba en la cárcel La 40 de Pereira bajo detención preventiva, fue condenado a pena privativa de la libertad durante 486 meses por el delito de secuestro agravado a comienzos del 2019; sin embargo, posiblemente por razones de descongestión, en mayo de ese año, fue trasladado al centro carcelario de Girón – Santander; lo cual la ha afectado sensiblemente dado que era con su hijo con quien compartía su vida, incluso cuando fue privado de su libertad pues solía visitarlo semanalmente y cuando obtenía permisos especiales. 

Debido a lo anterior, elevó una solicitud al INPEC para que se dispusiera el regreso de su hijo al centro penitenciario de esta ciudad, sin embargo, fue negado con argumentos genéricos, sin considerar las particulares condiciones que rodean su caso.

Por ello, y con el propósito de visitar a su hijo, recientemente emprendió la odisea de ir hasta el municipio de Girón – Santander, lo cual le tomó 2 incómodos días, pues en razón a sus precarios recursos económicos, tuvo que hacerlo por vía terrestre con todas las vicisitudes que ello conlleva; las que empeoraron debido a su delicado estado de salud y a su edad que en la actualidad asciende a 70 años.     
En suma, concluyó que tales circunstancias derivarán, sin duda, en una inminente depresión, dado que tendrá que resignarse a vivir en absoluta soledad, sin que pueda pasarse por alto que si su hijo está condenado aproximadamente a 40 años de prisión, es poco el tiempo que a ella le queda para compartir con él. 
Pidió, entonces, que se le ordene al INPEC trasladar a su hijo actualmente detenido en el centro penitenciario de Girón a la cárcel La 40 de Pereira, o a cualquier otro centro de reclusión cercano a este municipio. 

En primera instancia se dio trámite a la acción con las citadas vinculaciones (f. 34, c. 1).

El Director del EPMSCPEI compareció al trámite y explicó que el centro de reclusión es una estructura antigua de aproximadamente 50 años de construcción, que no está acorde con los parámetros de seguridad, habitabilidad y dignidad humana requeridos para las 1298 personas allí recluidas, quienes soportan un hacinamiento que está por encima del 92%. Respecto del caso del señor Gil González argumentó que su traslado a ese centro de reclusión no es viable dado que no cuentan con capacidad para albergar internos con penas tan altas como la suya como sí está habilitado el centro penitenciario donde se encuentra.   

Hizo saber que actualmente el ingreso al EPMSCPEI, está restringido por cuenta de la sentencia proferida el 1° de octubre del 2019 por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira, confirmada por la Sala Laboral de esta Corporación mediante providencia del 7 de noviembre siguiente. Por lo dicho, pidió negar el amparo (f. 36, c. 1).
La Directora de la Regional Viejo Caldas del INPEC, dijo que la institución ya le dio respuesta a la petición de traslado que elevó la actora, quien no puede pretender que mediante una acción de tutela se desconozca la facultad única y exclusiva del Director del INPEC de fijar dónde debe estar la persona privada de la libertad o decidir a dónde trasladarlo, tal como lo establece el artículo 53 de la Ley 1709 del 2014; esgrimió, con fundamento en la citada norma, que las direcciones regionales no tienen competencia para ordenar el traslado de internos, en tal virtud, adujo falta de legitimación en la causa por pasiva y pidió su desvinculación (f. 38, c. 1). 
En primera instancia se ordenó traer al expediente copia de las sentencias proferidas dentro de la acción de tutela con radicado 66001-31-05-004-2019-00443-00 (f. 44 a 54, c. 1).
Sobrevino la sentencia de primer grado que negó la protección, luego de considerar que la queja de la actora sobre la lejanía en que se encuentra el centro de reclusión al que fue trasladado su hijo, no se compadece con los derechos fundamentales del interno, quien si fuera recluido en Pereira, vería vulnerados sus derechos a la salud, salubridad, dignidad humana, integridad personal, seguridad, resocialización, trabajo y educación, dado el nivel de hacinamiento en el que se encuentra la cárcel La 40; agregó, además, que la demandante cuenta con otros medios para comunicarse con su hijo, como las visitas virtuales (f. 56, c. 1) 

Impugnó la señora González Sotelo; en síntesis argumentó que el fallo le concedió prelación a la posición dominante del INPEC por encima de la voluntad de ella, quien es una persona de especial protección constitucional, dada su edad y sus precarias condiciones de salud y quien solo quiere morir disfrutando de la compañía de su hijo.
Dijo que es insuficiente la solución que se ofrece, relacionada con medios alternativos de comunicación, porque lo que realmente ella demanda es contacto físico con el interno. 

Adujo que el hacinamiento y las condiciones de seguridad son pretextos del INPEC para evitar el traslado del interno que tienen que ser desestimados. El primero porque es una problemática que no es extraña al régimen carcelario colombiano que ha sido declarado como un estado de cosas inconstitucionales, que de aceptarse llevaría a la conclusión de que sería imposible ingresar un solo preso más a las cárceles del país, y el segundo porque el centro de reclusión de Girón Santander no brinda una mayor seguridad a los ubicados en Pereira, Armenia, Manizales o Ibagué.

En tal virtud pidió que se revoque la sentencia impugnada (f. 65, c. 1).
CONSIDERACIONES

Desde 1991, con la entrada en vigencia de la Constitución Política, el constituyente incluyó en el derecho positivo nacional la acción de tutela como un mecanismo preferente y sumario destinado a la protección de los derechos fundamentales de las personas, por parte de los jueces, cuando quiera que ellos se hallen amenazados o vulnerados por la acción o la omisión de una autoridad, o de un particular en ciertos eventos. 

  



En ejercicio de esa garantía y en procura de la protección de los derechos que invocó, acudió Luz Dary González Sotelo para que se le ordene al INPEC, adelantar las gestiones pertinentes para trasladar a su hijo del Establecimiento Penitenciario de Alta y Mediana Seguridad de Girón - Santander al Establecimiento Penitenciario de Mediana Seguridad y Carcelario de Pereira, comoquiera que en el primero de ellos se le dificulta entrevistarse personalmente con él, si se tiene en cuenta que ella reside en esta última ciudad, padece quebrantos de salud que entorpecen su movilidad, todo empeorado por su avanzada edad, que a la sazón asciende a 70 años de edad. 





La funcionaria de primera instancia, se recuerda, desestimó las pretensiones de la demanda, porque consideró que el INPEC, con la decisión que tomó sobre el traslado del señor Gil González, no lesionó los derechos fundamentales de su progenitora. 




Sin embargo, al margen del análisis de fondo que al caso le dio el juzgado de primera sede, en este caso concreto, está incumplida la legitimación en la causa por activa de la señora González Sotelo para solicitar, mediante una acción de tutela, el traslado de su hijo de un centro penitenciario a otro.




Antes, vale relievar que por pasiva sí se cumple con la legitimación, porque al Director Nacional del INPEC, convocado al trámite, de conformidad con el artículo 73 de la Ley 65 de 1993
,  le corresponde “(…) disponer del traslado de los internos condenados de un establecimiento a otro, por decisión propia, motivada o por solicitud formulada ante ella.”

 



Sin embargo, por activa, si bien la señora González Sotelo exige la protección de sus derechos fundamentales, y no los de su hijo, lo que en principio la habilita para accionar, lo cierto es que lo que demanda para la protección de los suyos, afecta los de aquel, sobre quien, en el de marras, se desconoce su voluntad. Dicho de otro modo, en el expediente no está acreditado que el señor Gil González quiera volver a cumplir con su condena al centro de reclusión de este municipio u otro cercano, tal como pretende su señora madre; por demás, tampoco se insinúa siquiera que aquel esté sufriendo algún menoscabo a sus prerrogativas fundamentales en la penitenciaría de Girón.  




La Corte Constitucional en pretérita ocasión, tuvo la oportunidad de estudiar un caso de similares contornos, en el cual una madre, mediante una acción de tutela, procuraba que su hija, quien estaba recluida bajo la custodia del INPEC, fuera trasladada de un centro penitenciario a otro; aquella vez se estimó que la progenitora sí estaba legitimada para accionar ante el juez constitucional en consideración a que, por una parte, en el cartulario reposaba suficiente material probatorio del cual se podía colegir que, así como quería la madre, la hija también deseaba ser trasladada, y por otra, estaba probado que la hija había denunciado que en el centro penitenciario donde se encontraba había sido víctima de tratos indignantes. En aquella ocasión la alta Corporación explicó
:  




3.1. Para la Sala la defensa que la accionante hace de los derechos de su hija, en especial, de su dignidad, es legítima; en tal sentido, la presente acción de tutela procede y debe ser resuelta de fondo.





3.1.1. Primero, aunque es cierto que la acción de tutela fue presentada por la señora María de las Mercedes Barrios Torres únicamente, tal como lo reclama el INPEC y lo resalta el juez de instancia, está probado en el expediente que Ana Maribel Barrios Torres sí quiere que sus derechos sean protegidos y sí quiere ser trasladada de establecimiento carcelario. En efecto, la tercera de las quejas presentadas ante la Defensoría del Pueblo fue suscrita tanto por Ana Maribel, como por su señora madre. En esta, específicamente se solicita a la Defensoría del Pueblo que se traslade a Ana Maribel. 




3.1.2. Segundo, en el pasado ha sido necesario que los derechos de Ana Maribel Barrios Torres sean defendidos por terceros. La primera queja ante la Defensoría del Pueblo, con ocasión de las amenazas contra su vida, su situación de aislamiento y la solicitud de traslado, fue presentada por otra de las reclusas. La segunda de las quejas fue presentada por la señora madre de Ana Maribel, María de las Mercedes Barrios Torres. 




3.1.3. Tercero, la acción de tutela pone de presente que en este caso está en juego la ‘dignidad’ de la persona defendida, hasta el punto que se considera que está siendo tratada indignamente.  Esta es una razón más para que el juez de tutela sea más cuidadoso al momento de decidir la procedibilidad de la acción, en especial, si va a considerarla improcedente. Cuando puede estar en juego la dignidad de una persona, no basta con que el juez verifique la ausencia del poder otorgado por el beneficiario de la tutela a la persona que la interpone –la señora madre de la persona recluida, en este caso–. Si el poder no se ha dado, el juez, en todo caso, debe tomar acciones adicionales que le permitan verificar si la persona en cuyo nombre se reclama la tutela no quiere que sus derechos sean tutelados, para, ahí sí, considerar improcedente la acción.





3.1.4. Adicionalmente, cabe resaltar que el sentido en cual la señora María de las Mercedes Barrios Torres dice que ella ‘representa’ a su hija Ana Maribel, es general y coloquial, no técnico y jurídico. Esto es, ella no reclama haber recibido el poder para actuar en nombre de su hija. Lo que sostiene la accionante, es que ella ‘representa’ a su hija, en tanto actúa en defensa sus derechos fundamentales. Así pues, el sentido en que ella ‘representa’ no es en el que lo hace un ‘apoderado’, caso en el cual es lógico exigir que se acredite el poder recibido, sino en el sentido en el que lo hace un ‘agente oficioso’, caso en el cual, también por razones lógicas, no tiene ningún sentido exigir que se acredite un poder, pues el carácter oficioso supone precisamente lo contrario, que el agente no cuente con poder alguno.





3.2. Por lo tanto, para la Sala Segunda de Revisión, la señora María de las Mercedes Barrios Torres está legitimada para actuar en representación de su hija, Ana Maribel Barrios Torres, con el fin de reclamar la tutela judicial de sus derechos a la dignidad, a la vida, a la salud y a la unidad familiar.  (i) La situación de aislamiento de Ana Maribel Barrios Torres en el momento en que se interpuso la acción,  (ii) su manifestación previa de querer ser protegida y trasladada,  (iii) así como el hecho de haber requerido en el pasado que sus derechos fueran defendidos por terceros, son razones suficientes para que la Sala considere legítima la defensa de los derechos fundamentales, por parte de su señora madre.

 





Como se ve, en ese caso había fundados motivos para considerar que quien purgaba la pena, ansiaba ser trasladada de un centro penitenciario a otro, y para rematar, mediaban denuncias de la interna relacionadas con tratos inhumanos en su contra; por el contrario, en este asunto, no se sabe ni siquiera si el señor Gil González, esté a gusto o no con el traslado que le auspicia su progenitora.  




Y no se piense que porque el numeral 6° del artículo 74 de la Ley 65 de 1993 dispone que los familiares hasta el segundo grado de consanguinidad pueden solicitar ante el INPEC, vía administrativa, el traslado de las personas privadas de la libertad, solo por ello, están legitimados para exigirlo por medio de una acción de raigambre constitucional donde están en juego prerrogativas de índole fundamental, cuando sabido es que “(…) La acción de tutela podrá ser ejercida, en todo momento y lugar, por cualquiera persona vulnerada o amenazada en uno de sus derechos fundamentales, quien actuará por sí misma o a través de representante (…)”
; sin que aquí se exponga la calidad de representante o agente oficioso del interno quien, en últimas, sería el mayor afectado con una eventual orden de traslado que se imparta en sede judicial. 




Ahora bien, en gracia de discusión, comoquiera que la señora González Sotelo ruega la protección de sus derechos, y de tal circunstancia podría concluirse que está legitimada para demandar, tendría que concluirse, en todo caso, que es inexistente la transgresión que le endilga al INPEC, tal como lo explicó el Juzgado de primera instancia. 




Ello se revela al contrastar la petición elevada por la demandante (f. 28 a 31, c. 1) y la contestación ofrecida por la encartada (f. 3 y 4, c. 1), donde con suficiente motivación, clara y congruentemente, se le explicaron los motivos que hacen inviable atender la solicitud de traslado de su hijo, entre los cuales está el hacinamiento de las cárceles de Pereira y las cercanas a este municipio, las cuales, además, no garantizan las medidas de seguridad requeridas para la prolongada condena que se le impuso al señor Gil González, razones que para el caso concreto, son coherentes con los razonamientos que sobre ese aspecto ha planteado la jurisprudencia constitucional
.





En ese orden de ideas, y al margen de lo último que acaba de plantearse, la resolutiva del fallo de primera instancia tendrá que ser modificada para, por falta de legitimación por activa, declarar improcedente el resguardo, que no negarlo como allí se hizo.
DECISIÓN





En mérito de lo expuesto la Sala de Decisión Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley MODIFICA la sentencia proferida el 18 de noviembre del 2019, por el Juzgado Primero Civil del Circuito de Pereira, que NEGÓ la acción de tutela que Luz Dary González Sotelo contra el Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario -INPEC-, a la que fueron vinculadas la Dirección Regional Viejo Caldas de esa misma Institución y la Dirección del Establecimiento Penitenciario de Mediana Seguridad y Carcelario de Pereira –EPMSCPEI-; para en su lugar declararla IMPROCEDENTE. 




Notifíquese esta decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992. 

    



Oportunamente remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. A su regreso, archívese. 

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS


      DUBERNEY GRISALES HERRERA






      Ausencia justificada
� “Por la cual se expide el Código Penitenciario y Carcelario.”


� Se habla de la sentencia T-412/09.


� Artículo 10 Dec. 2591 de 1991.


� Sentencias T-153/17 y T-444/17, entre otras.
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